            

Honorable Cámara de Diputados

 de la Provincia de Buenos Aires


PROYECTO DE LEY

                 El Senado y la Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

                                        Sanciona con fuerza de ley

Artículo 1- Establézcase un régimen normativo para la preservación, distribución y control de los recursos de agua potable o pasible de ser potabilizada, que se regirán por los principios, objetivos y procedimientos que se determinan en la presente
Artículo 2-La presente legislación tiene como objetivos  fundamentales :

a) Preservar los recursos de agua dulce para las actuales y futuras generaciones que habiten nuestra provincia

b) Conseguir que se la distribuya en todo ámbito geográfico de la provincia, considerándola como Recurso Humano Irreemplazable, y  tomando en cuenta su condición de bien de todos.

c)  Mejorar  y garantizar la calidad de la misma en todo el ámbito de la provincia.

d) Que se preserven  en la provisión del agua  los principios  de solidaridad y  cooperación entre habitantes, estados y proveedores

e) Fijar procedimientos de manejo y establecer metas cronológicamente previstas para los proveedores de agua, sean estos privados o estatales, de modo que los dos objetivos anteriores se garanticen manteniendo los principios de precaución, prevención y monitoreo de control.

Artículo 3- Deberá considerarse al agua potable o factible de ser potabilizada, un Recurso de Todos, administrado por el Estado Provincial e indispensable para la vida y por ello pasivos de ser sancionados severamente quienes hagan uso indebido de el o lo contaminen con cualquier sustancia o efluente, en cualquier circunstancia o actividad, sea esta industrial, comercial o simplemente devenida de propia radicación de personas o animales. 

Artículo 4-Será obligación indelegable del Estado Provincial extender a todo ámbito geográfico de la provincia el servicio de suministro de Agua Potable, entendida esta como un recurso al que deben acceder todos aquellos que habitan este territorio, cumpliendo y haciendo cumplir a los prestadores secundarios (municipios, cooperativas, empresas prestadoras, etc.) con los niveles de calidad y cantidad que fija el Código Alimentario 

Nacional  y la OMS (Organización Mundial de la Salud) en todos aquellos aspectos en los que la salud  pública se ponga en riesgo.

Artículo 5-Créase un registro de proveedores de tecnologías para la extracción y potabilización  y de laboratorios con  capacidad  de realizar los  análisis  físico  químicos  y 

bacteriológicos en todas las regiones de la provincia, de manera que resulte simple y rápido para todos  prestadores el contar con los datos para corregir o  el apoyo técnico necesario para garantizar calidad y cantidad.

Artículo 6- Deberá exigir a quienes prestan el servicio, la presentación de análisis físico químicos semestrales y bacteriológicos trimestrales, en las  fechas que la Autoridad de Aplicación lo considere más apropiado, y deben ser realizados en  las instituciones que previamente el Estado Provincial deberá autorizar, de manera que se minimicen los riesgos de suministrar agua inadecuada a la población en cualquier circunstancia 

Artículo 7-Los resultados de los análisis deberán ser publicados en cada localidad y se deberá colocar la leyenda de no potable en las planillas con los  resultados emanados de los laboratorios, cuando se superen los valores de referencia en los aspectos vinculados a la salud, especificando si la recomendación de no ingesta alcanza a todos o solo a algún tipo de personas ( como ocurre con los nitratos en niños o embarazadas), obviándolo en los que solo impliquen  algún trastorno o molestia pero no riesgos para la salud pública, a pesar de lo cual deberá presentarse particularmente remarcado tal exceso y los trastornos  o molestias que pueden ocasionar en instalaciones o en la percepción de las personas. 

Artículo 8-La no realización y o publicación en tiempo y forma de los análisis será considerada falta grave para los prestadores  y deberá enmarcarse en el Código de Faltas (Decreto Ley 8031/73 ) y la no exigencia de ello por parte del Estado Provincial, incumplimiento de los deberes de funcionario para quién sea responsable del área determinada como Autoridad de Aplicación

Artículo 9- Será la  Autoridad de Aplicación el Organismo con mayor jerarquía en el tema en la estructura del Poder Ejecutivo de la Provincia de Buenos Aires, la que fiscalizará todas las acciones llevadas a cabo por los proveedores  de agua, fuera esta de  a través de monitoreos, auditorias o acciones conforme a lo expresado en la presente ley

Artículo 10-Deberá realizar la autoridad de aplicación a la brevedad y hacer público, el estado de situación de la provisión de agua en todo el territorio provincial. En este informe se  deberá indicar las  concentraciones  promedio  de  aquellos elementos  que  el  Código 

Alimentario indica como nocivos para la Salud y las técnicas que se sugieran para ser utilizadas para su reducción o eliminación, haciendo un análisis de costos y transparentando  así  los  valores  de  prestación del servicio.  Con ello   se eliminarán  las 

permanentes sospechas de los ciudadanos respectos de la calidad y valores del agua, dado que no es poco costoso el bajar los valores de arsénico, por ejemplo, en varias zonas de nuestra provincia

Artículo 11- Se deberán determinar  reglas muy precisas respecto de las localización y el tratamiento de los efluentes de: vertederos de residuos  de todo tipo, actividades industriales, rurales y/o comerciales, radicación de conjuntos de viviendas, etc. respecto de las tomas  de agua actuales o consideradas factibles de usar en el futuro, sean estas subterráneas o superficiales, par su preservación en correcto estado.

Artículo 12-Cuando las concentraciones de cualquier elemento en el agua de alguna zona implique riesgo actual o futuro para la salud de sus habitantes, o las proyecciones indicaran la necesidad de aumentar la extracción o potabilización para atender futuras demandas, el Ejecutivo Provincial deberá arbitrar los medios para que el problema sea resuelto definitivamente, exigiendo e impulsando las inversiones que hagan falta, facilitando el acceso al crédito para tal fin y no dejando al libre albedrío del prestador, fuera este privado o público  

Artículo 13- También será responsabilidad del Poder Ejecutivo el mejorar los niveles de rendimiento en el uso del agua, debiendo conseguir un nivel  superior en los próximos 10 años al 50%, para lo cual deberá impulsar la colocación de medidores  en todos los distritos y obligar al cobro por consumo a todos los prestadores con valores de tarifa social para los sectores más desposeídos y con importantes cargas impositivas (aranceles y otros tributos) a quienes hacen un negocio de este recurso  no renovable del Estado, destinándose la recaudación de estos tributos a mejorar la prestación del servicio entre los sectores menos pudientes.   

Artículo 14-Las diferentes categorías de consumidores deberán establecerse con  criterios similares a los que usan quienes prestan los servicios de Energía, dado lo similar de ambos casos, lo relacionados que están y  la utilización inevitable de ambos en la vida moderna 

Artículo 15-La Autoridad de Aplicación determinará las pautas técnicas y metodológicas generales  y  los  costos  del  servicio  atendiendo  las diferentes  situaciones conformadas 

por distintas  maneras  de  acceso  al  agua,  los  muchos   métodos  de  distribución  y  las 

características socioeconómicas de las poblaciones, teniendo como objetivo el mejorar el uso, restringir al máximo el derroche y la cobertura del servicio a todo ámbito geográfico.   

Artículo 16- Los plazos para alcanzar los objetivos de la presente norma deberán atender el actual estado de situación de cada lugar y del  proveedor del servicio, lo que implicará diferencias entre unos y otros, sin embargo  deberá ser completado el proceso en un  lapso no mayor a los diez años. En un plazo no mayor a los 12 meses cada proveedor deberá entregar una propuesta de inversión y deberá justificar sus apreciaciones para acceder a  crédito que el Estado procurará per se o por organismos financieros dispuestos a invertir, sean estos nacionales o extranjeros

Artículo 17- El Poder Ejecutivo celebrará convenios con universidades e instituciones de investigación y desarrollo, promoverá la ejecución de proyectos científico-tecnológicos que tengan como objeto la búsqueda de nuevos conocimientos  e innovaciones tecnológicas relacionadas con el suministro de agua potable, mejorar el rendimiento y preservación del recurso.

Fundamentos

Como ocurre prácticamente de modo histórico y sistemático en nuestro país, donde las definiciones largamente esperadas se toman ante la tardía comprobación de la utilidad de las mismas,  todo lo referido al suministro de agua potable y desagües cloacales  comenzó ante el estallido de las crisis. Por esto es que las primeras instalaciones de abastecimiento de agua y de cloacas surgieron en Argentina como consecuencia de  una acción preventiva del Estado a raíz de las epidemias de cólera que azotaron la ciudad de Buenos Aires a fines del siglo XIX.

Desde aquel momento y hasta hace poco, OSN, Obras Sanitarias de la Nación fue el único organismo responsable de la fijación de políticas y operación de instalaciones de esos servicios en las principales ciudades del país.

Durante la Presidencia de Arturo Illia se da otro importante paso creando el primer organismo, el SNAP, Servicio Nacional de Agua Potable, cuyo objetivo fuera el de promover y financiar el tendido de redes en poblaciones de menos de 2000 habitantes en sus inicios. Asesoramiento técnico, financiamiento a largo plazo y a bajos intereses con el apoyo de BID, sumado a ello el aporte de la Nación y la Provincia de Buenos Aires a través de sus bancos oficiales. Esto apuntaló una agenda nutrida en proyectos  que se impulsaban determinando que en muchísimas localidades de hasta 30.000 habitantes se construyeran miles de metros de red de agua solamente al inicio y de desagües cloacales también luego, dando forma al período más fructífero en términos de inversión para la provisión de agua y cloacas, al mismo tiempo que se consolidaban muchas  cooperativas en todo el territorio del interior bonaerense.

Esto perdió fuerza luego y en la década del ´80 se descentralizó y traspasó OSN por razones estratégico-económicas a la órbita de las provincias, salvo para Capital Federal, lo que determinó más inconvenientes para conseguir financiamiento y  diferentes (y a menudo menos serias) políticas de extensión de redes.

La reforma del Estado de los ´90 y la creación del ENHOSA mejoraron las posibilidades de acceso al crédito para los municipios y cooperativas que prestaban el servicio, pero también se prestó para dos de las más traumáticas privatizaciones de servicios públicos en nuestra provincia de Buenos Aires.

 Tal el caso de la hace muy poco tiempo reabsorbida por el estado provincial  Azurix, por quiebra del grupo inversor extranjero que la había adquirido y la ahora complicada Aguas Argentinas que cuenta en el territorio que debe atender, con 17 distritos bonaerenses del Área Metropolitana de la ciudad de Buenos Aires

En esta última el Ente Regulador tripartito (OSN, Pcia de Bs.As. y Ciudad de Bs.As.) es el ETOS, mientras que la primera se ha transformado en ABSA, con exiguo presupuesto y serias dificultades de gerenciamiento por la minimización  post privatización de  Obras 

Sanitarias de la Provincia, y con el OCABA (ex ORAB) como Ente de contralor y la Autoridad del Agua como organismo superior  con la responsabilidad de determinar estrategias y normas de provisión y protección del recurso hídrico. Finalmente la Dirección de Hidráulica con ingerencia en los cursos   y espejos de agua, muchos de los cuales son utilizados o impactan sobre los recursos de agua potable. 

Este complicado entramado de organismos (sin mencionar los Comités de Cuencas, que no están funcionando como debieran), con responsabilidades que a menudo se cruzan y por ello terminan siendo de nadie, es con lo que contamos en nuestra provincia para hacer frente al enorme desafío que significa llegar con agua potable de red  y cloacas a la totalidad de los habitantes de nuestra provincia y al mismo tiempo preservar este irreemplazable recurso que es el agua potable.

Obviamente no es una tarea fácil y menos aún cuando no se le asigna a ella los recursos económicos y humanos que tan importante cuestión requiere.

Es comprensible que el vecino desinformado no le asigne el verdadero valor a un vaso de agua cuando lo bebe, dado que solo le implicó abrir la canilla, y salvo en periodos de bajas de presión que generalmente acompañan los períodos altas temperaturas ambientes y sus lógicos requerimientos en términos de aseos, no puede dimensionar el derroche que generalmente hace del agua, sumado al aún hoy difundido concepto entre los más desinformados de que es un recurso  más que renovable, interminable.

No obstante esto no es válido ni excusa  para los funcionarios cuya responsabilidad incluye, como dijéramos, la necesidad de llegar a todos los habitantes de la provincia con agua potable, al mismo tiempo que genera las condiciones para la preservación de ella. 

A quienes tienen responsabilidades de gobierno no puede escapar el que se anuncie cada vez con más insistencia la posibilidad de luchas por el agua y que las razones son simples, dado que se estiman en más de 1.300 millones de personas en el mundo  las que no tienen acceso a agua potable adecuada y 2.500 millones los que no pueden disfrutar de una saneamiento apropiado.

Todos los días hay en el planeta personas que arriesgan su vida en conflictos que tienen como origen el acceso al agua, y si bien menos virulentos que en África o Asia, pero  no tenemos que observar fuera de Latinoamérica para encontrar conflictos cuyo origen es el agua potable. Países como Bolivia, Perú, Brasil, Méjico y el nuestro han sido objeto de embates de las multinacionales que se dedican al suministro de agua de red o envasada, con juicios en muchos casos que pueden significar cuantiosas pérdidas para sus Estados. La Estadounidense Bechtel en Bolivia reclama 25 millones de dólares por supuestas pérdidas que le origino el haber tenido que retirarse rápidamente del país del altiplano luego de intentar aumentar descomunalmente el valor  del m3 del agua en Cochabamba en el 2000.

Aguas de Bilbao es la concesionaria del distrito de Maldonado en Uruguay y su pretensión de aumentar  a los consumidores el valor del agua ha implicado que muchos de ellos se hayan constituido en una coalición cuyo objetivo es el de  promover un referéndum con el fin de conseguir una enmienda constitucional que garantice el agua como derecho humano. Finalmente, en nuestra provincia como ya se mencionara antes, los conflictos por Azurix y Aguas Argentinas con la quebrada Estadounidense Emron y la francesa Suez todavía tienen final abierto.

A este panorama ya de por si complejo es necesario agregar el interés de las empresas envasadoras de agua de potenciar su negocio y con muchas de ellas extrayendo su producto del mismo acuífero Puelche del que lo hacen quienes suministran a la red, y en la mayoría de los casos sin purificación posterior y por ello con calidades similares, pero con costos para los usuarios absolutamente diferentes, a pesar  de ser el agua un  derecho humano, un recurso de todos. 

Este negocio del agua embotellada era en los años 70 de 1.000 millones de litros en el mundo y hoy supera los 84.000 millones, de los cuales un gran porcentaje se comercializa fuera de su país de origen, con costos que a menudo superan en 1.100 veces el valor del agua de red, a pesar de ser extraída de ella en muchas oportunidades.

En medio de este complicado panorama, la falta de normas apropiadas o perfectamente claras dejan vacíos que probablemente supondrán que los dos principales objetivos, la provisión y la protección del agua se verán muy afectados.

Hay en nuestro extenso territorio un variadísimo espectro en el tema. 

Desde agua en abundancia hasta enormes dificultades para proveerla. 

Calidades que garantizan seguridad a los consumidores de algunos sectores y  zonas en las que  las concentraciones de determinados  minerales la hace peligrosa y obligatoriamente objeto de purificación  antes de su  suministro. 

Provisión medida y por ello con cobro acorde al consumo (demostradamente los sectores más humildes son los que menos consumen) y otros en los que la valuación fiscal es la  manera usada para darle valor al servicio y por eso absolutamente  independiente del consumo y con ello una propensión en los vecinos al derroche del recurso. 

Servicios prestados por empresas privadas, estatales de jurisdicción provincial, estatales de jurisdicción municipal y cooperativas, es decir de todo lo que se puede tener pero con normas, como dijéramos, cuyos vacíos significarán al mismo tiempo el derroche en algunas zonas de nuestra provincia y la falta de suministro o la baja de presión en otras, y lo que es más grave a futuro, sin la más mínima medida a favor de la protección del recurso, al menos que pueda observarse con alguna nitidez, dejándolo expuesto al mal uso y a la contaminación.

La reforma de la constitución de la provincia del año 1994, lejos de propender a aumentar la autonomía de los municipios, los mantuvo en su situación de solo autárquicos y por ello, la responsabilidad de el Estado Provincial en lo concerniente a la preservación y distribución equitativa del agua se hace más fuerte que en otras provincias en las que las municipalidades deben asumir buena parte de dicha responsabilidad

 El Organismo con mayor carga a la hora de esta responsabilidad es sin dudas La Autoridad del Agua. Este, sin embargo, quizá por ser muy nuevo, o tal vez por haber sido oportunamente muy descalificado por algunos funcionarios de carrera, sobre todo de la vieja Obras Sanitarias, quienes vieron en su creación la posibilidad de sus situaciones particulares fuera puesta en peligro, o simplemente por que el grado de premura  y ansiedad con que creó el organismo puso de manifiesto que más que convicción había necesidad de que la privatización de Obras Sanitarias se hiciera con rapidez para hacer uso de los recursos que de esta venta surgieron. Todo ello implicó que poco o nada se haya avanzado en la reglamentación de la ley que debe ordenar todo lo referente al uso y preservación del agua, entendida esta como un recurso perecedero y fundamental para la vida.

 Esto que exponemos se puede observar, es más, queda de manifiesto sin dudas en la falta de reglamentación del Código de Aguas de la Provincia de Buenos Aires producto de la Ley 12.257, cuya mora generó expectativas en algunos respecto de la titularidad del Agua, la que pretendían sacar de la órbita del Estado y pasarla a la de los dueños del suelo, en la más retrógrada de las posturas, algo que incluso generó muchas discrepancias entre estas dos partes y hasta incluso entre el Directorio actual y anterior de La Autoridad del Agua. Dicha mora se contradice con la absoluta responsabilidad con que, como antes dijéramos, el Estado Provincial debería actuar

 La falta de reglamentación del Código del Agua es quizá el elemento de mayor contribución al vacío legal que sobre el Agua hay hoy en nuestra provincia, dado que muchas cuestiones fundamentales respecto del recurso son por el momento dejadas en suspenso o resueltas con solo el sentido común,  aplicando el viejo código rural, antiguos decretos de Obras Sanitarias o el Código Alimentario para evacuarlas. Solo cuestiones simples y de bajo nivel de conflictividad han sido abordadas y reglamentadas y mientras tanto  continúan las presiones de diferentes sectores de poder para aumentar sus posibilidades de ser discrecionales respecto del uso del recurso, que como antes mencionáramos es mejor negocio cuanto más escasa es su presencia. 

Este enorme hueco legal debe ser rápidamente ocupado por una norma específica y enfocada fundamentalmente a que asegure la preservación, garantice la calidad en consonancia con la legislación nacional y propenda a la  equitativa distribución del agua potable a todo territorio de la provincia, que pueda  ser, en definitiva, la referencia 

apropiada para quienes tienen que gestionar, al menos hasta que la compleja reglamentación del código de aguas pueda ser completada. 

Sin lugar a dudas no puede demorarse mas en esto cuando muchas cuestiones vinculadas avanzan, como por ejemplo entre otras cosas, la radicación de nuevos rellenos sanitarios de residuos, industrias con liberación de efluentes, o simplemente nuevos barrios de viviendas, algunos enormes, sin que existan restricciones específicas respecto de las tomas de agua potable para el consumo humano. 

Todo esto que hemos detallado y seguramente mucho más que se podría agregar, hace que hoy nuestro país todo, y nuestra provincia en particular estén entre aquellos estados que peor uso hace del agua, rondando su rendimiento un escaso, modestísimo 34%, esto significa que un 66% se derrocha en mal uso este recurso insustituible para la vida y ello es sencillamente inaceptable.           

Por lo expuesto es que solicito a los señores diputados que acompañen el presente proyecto de ley
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